Acusado: DC 

Delito: Lesiones Personales 

Rad. # 66682-60-00-085-2016-00776-01

Procede: Juzgado Único Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal

Asunto: Desata recurso de apelación interpuesto en contra de  sentencia condenatoria

Decisión: Modifica fallo opugnado

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LESIONES PERSONALES / LA LEGÍTIMA DEFENSA COMO CAUSAL DE EXCLUSIÓN DE RESPONSABILIDAD PENAL / REQUISITOS / SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA.
… resulta pertinente recordar que la Sala en diferentes oportunidades ha concluido que para que sea posible reconocer que una persona actuó bajo la égida de la causal de exclusión de la responsabilidad penal de la legítima defensa, se torna necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

•
La existencia de una agresión actual o inminente…
•
Que la agresión o amenaza sea injusta o ilegitima… 

•
Que el sujeto agente actúe bajo la necesidad de ejercer la reacción defensiva…
•
La existencia de una especie de equilibrio o de proporcionalidad…
•
El ánimo de defensa…
•
La existencia de medios de conocimiento que de manera cierta, indubitable e indiscutible demuestren la ocurrencia de la causal de preclusión.
… considera la Sala que no es cierto, como lo afirma el recurrente en sus dichos, que sea evidente que la legítima defensa aflora por todas partes, esto por cuanto, no se logró demostrar cómo era que el señor ECCEHOMO estaba amenazando la vida o la integridad personal del señor DC…
… en lo que tiene que ver con la negativa de no reconocerle al Procesado el disfrute del subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la Sala considera que la Jueza A quo incurrió en un yerro como consecuencia de la indebida aplicación de las disposiciones del artículo 68A C.P. el cual en momento alguno incorpora el delito de lesiones personales tipificado en el artículo 114 C.P. dentro del listado de reatos para los cuales está prohibida la concesión del subrogado de marras.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA 

Aprobado por acta No.  594 del 27 de junio de 2019. H: 9:50 a.m. 
Pereira, veintiocho (28) de junio de dos mil diecinueve (2019).

Hora: 9:49 a.m. 
Acusado: DC 

Delito: Lesiones Personales 

Rad. # 66682-60-00-085-2016-00776-01

Procede: Juzgado Único Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal

Asunto: Apelación interpuesta en contra de  sentencia condenatoria

Tema: Requisitos para la procedencia de la legítima defensa

Decisión: Modifica fallo opugnado

VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación que en forma oportuna fue interpuesto y sustentado por la Defensa en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Único Penal Municipal de Conocimiento con Función de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal, el 21 de marzo del presente año en la cual se declaró la responsabilidad penal del procesado DC por incurrir en la comisión del delito de Lesiones Personales.
ANTECEDENTES: 
Da cuenta el escrito de acusación que los hechos que concitan la atención de la Colegiatura tuvieron ocurrencia a eso de las 16:20 horas del 20 de septiembre de 2.016 en el interior de la plaza del mercado del municipio de Santa Rosa de Cabal, y están relacionados con una agresión que el Sr. DC efectuó en contra de la integridad física del Sr. ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA, a quien de manera sorpresiva le propinaron un puñetazo en rostro, lo que le ocasionó a la víctima una incapacidad médico legal definitiva de 35 días con secuelas de carácter permanente de perturbación funcional de órgano de la visión (Agudeza visual severamente disminuida por neuritis óptica de origen traumático).

Según se aduce en el libelo acusatorio, el Sr. ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA laboraba como vigilante de la Plaza de Mercado del municipio de Santa Rosa de Cabal, y a eso de las 17.00 horas del 19 de septiembre de 2.016 el fiscal del sindicato le informó que al interior de la plaza de mercado se encontraban varias personas jugando a los dados a sabiendas que a esa hora no está permitido estar dentro de dicho lugar. Ante tales quejas el Sr. ECCEHEMO MUÑOZ se dirigió al sitio en donde se encontraban jugando a los dados varias personas, a quienes les solicitó que se retiraran, lo que molestó al señor DC, quien lo insultó y lo amenazó diciéndole que lo iba a golpear y a darle bala. 

Tales amenazas se hicieron efectivas al día siguiente, cuando, a esos de las 16:10 horas el Sr. DC procedió a darle una trompada en el rostro al Sr. ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA, lo que le ocasionó severas lesiones en uno de sus ojos.  
LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1) Se corrió traslado del escrito de acusación el 16 de agosto de 2018, en el cual de acuerdo a los hechos jurídicamente relevantes, la Fiscalía formuló acusación en contra del señor DC en calidad de autor a título de dolo por la comisión de la conducta punible de lesiones personales, artículo 111 del código Penal, artículo 112 inciso 2º toda vez que la víctima presentó una incapacidad médico legal de treinta y cinco (35) días y artículo 114 inciso 2º puesto que la víctima sufrió una perturbación funcional del órgano de la visión de carácter permanente. De igual manera en ese libelo al Procesado se le endilgaron las circunstancias de mayor punibilidad del motivo abyecto o fútil consagradas en el # 2º del articulo 58 C.P.
2) Se dio inicio de manera formal a la actuación ante el Juzgado Único Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal con funciones de Conocimiento el día 17 de agosto del 2018. Posteriormente se programó la audiencia concentrada para el día 28 de noviembre de la misma anualidad y finalmente se llevó a cabo la audiencia de juicio oral los días 19 de febrero y 7 de marzo de 2019.
3) La audiencia de traslado de sentencia se realizó  el día 21 de marzo del 2019 en la cual se condenó al señor DC a la pena principal de cuarenta y ocho (48) meses de prisión y al pago de una multa de 34,66 SMMLV, por la conducta punible de Lesiones Personales dolosas.
4) En contra del fallo, la Defensa interpuso y sustento de manera oportuna un recurso de apelación.  

LA SENTENCIA OPUGNADA:

Como ya se dijo en el acápite anterior, se trata de la sentencia proferida por parte del Juzgado Penal Municipal de Conocimiento con función de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal, en las calendas del 21 de marzo hogaño, en la que se declaró la responsabilidad penal del señor DC como autor de la conducta punible de Lesiones Personales.
Consideró la Jueza A quo que de un análisis de los testimonios presentados por las partes en el curso de la audiencia de juicio oral así como del Informe Pericial de Clínica Forense, se logró establecer el compromiso penal endilgado en contra del Procesado DC, por lo siguiente:

· El señor DC, el día 20 de septiembre de 2016 cumplió la amenaza lanzada en contra del señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA.

· El relato de la víctima fue respaldado por las declaraciones de las señoras NANCY AGUDELO OSPINA y VICTORIA ANDREA RÍOS VALLE, quienes corroboraron las versiones concomitantes y posteriores realizadas por parte de la víctima.
· La defensa no logró demostrar la teoría de que el señor DC actuó en legítima defensa por cuanto se vio atacado por parte de la víctima, puesto que a pesar de los incidentes habidos entre ellos y de su presunto temor, el señor DC no acudió ante las autoridades administrativas o judiciales  para poner en conocimiento la situación, además los testigos de descargos no crearon duda respecto del relato vertido por el señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA sino que por el contrario permitieron corroborar las circunstancias tempo espaciales.

· El señor GABRIEL DARÍO RAMÍREZ LEÓN, no fue un testigo presencial del hecho y aunque declaró que la actitud del celador el día 19  de septiembre del 2016 era la de no querer abrir la puerta de la Plaza de Mercado, en su declaración no demostró un conocimiento concreto del acontecimiento, aunado al hecho de que no hizo ninguna manifestación ante a las autoridades administrativas de la supuesta irregularidad cometida por el señor ECCEHOMO el 19 de septiembre de 2016, además no aportó ningún detalle sobre lo ocurrido al día siguiente.
· Del testimonio de JIMY ALEXANDER CASTRO quien es el primo del acusado, no se logró establecer de que “visaje” se estaba defendiendo el procesado y lo único que señaló fue que en efecto había observado cuando su primo DC le dio un solo puño, el cual fue determinante para causar la lesión que dio lugar al proceso.
· Refirió la Jueza A-quo que no existe ningún eximente de responsabilidad de los contemplados en el artículo 32 del Código Penal que pudiera ser reconocida en favor del señor DC, y por el contrario con todo lo probado en el proceso se puede afirmar sin lugar a dudas que al momento de desarrollar la conducta, el señor DC era plenamente consciente y aplicó su voluntad para propiciar la lesión permanente en el ojo izquierdo a la víctima.
Así las cosas declaró que la conducta juzgada resulta típica, antijurídica y culpable, razón por la cual condenó al señor DC a la pena principal de cuarenta y ocho (48) meses de prisión y al pago de una multa de 34,66 SMMLV por incurrir en la comisión de la conducta punible de lesiones personales dolosas. 
De igual forma en el fallo confutado al Procesado se le negó el disfrute del subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena con base en el argumento consistente en que el delito por el cual se declaró su compromiso penal se encontraba dentro del listado de reatos consagrado en el artículo 68A respecto de los cuales estaba prohibido la concesión del subrogado de marras. 

LA ALZADA:

La tesis de la discrepancia propuesta por el Defensor de DC, gira en torno a manifestar que en este proceso no existen pruebas suficientes que permitan dictar un fallo condenatorio en contra de su representado debido a que su apadrinado actuó bajo la egida de la causal de exclusión de la responsabilidad penal de la legítima defensa.
Para demostrar la tesis de su inconformidad, en primer lugar el recurrente se refirió a las pruebas presentados por el Ente Acusador con el fin de indicar que ninguno de sus testigos presenció directamente lo ocurrido y solo tuvieron conocimiento de los hechos a través de comentarios de otras personas, de manera que las pruebas de la Fiscalía son netamente de referencia, en contraposición a las pruebas presentadas por la defensa, en donde sus testigos son más directos, así por ejemplo el señor GABRIEL DARIO LEÓN, quien también laboraba como vigilante en la Plaza de mercado, aunque no se enteró de manera directa de los hechos, si hizo alusión a la inicial provocación realizada por el señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA el día anterior a las lesiones que dieron origen al presente proceso, cuando se negó a abrir la puerta de la galería, impidiendo la salida del señor DC.
Refirió además que el testigo JIMY ALEXANDER CASTRO es un testigo muy claro y transparente, puesto que es el único que presenció de manera directa lo ocurrido el día 20 de septiembre de 2016 y declaró que ese día él se encontró con DC cuando el señor ECCEHOMO le salió al frente y trató de agredirlo con el bastón de mando, lo que obligó al procesado a reaccionar propinando un golpe en la ceja a la víctima, además fue el mismo acusado quien corroboró lo dicho por JIMY ALEXANDER.

Igualmente señaló que de acuerdo a lo probado por la defensa, el señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA debió haber asumido otro comportamiento y colocar en conocimiento de la administración de la Plaza de Mercado de Santa Rosa de Cabal lo que estaba ocurriendo con el señor DC, pero por el contrario el señor ECCEHOMO prefirió buscar al hoy procesado, lo que para la defensa se entiende como una actitud provocante que desencadenó las lesiones hoy investigadas.

Su prohijado nunca ha tenido la intención de mentir al Despacho o de negar ser el autor de la conducta criminosa, razón por la cual la defensa lo que alega no es la materialidad de la conducta sino la inocencia del acusado, toda vez que lo que se presentó fue una legítima defensa, pues si se miran las conductas que rodearon el suceso se puede concluir que hubo un agente provocador que quería perseverar en el incidente, pues de no haber sido así la víctima no hubiera buscado al señor DC sino que hubiera acudido ante la administración a fin de que esta tomara los correctivos para resolver el conflicto de acuerdo al manual de convivencia.
En este caso se evidencia una ausencia de responsabilidad conforme al artículo 32 del Código Penal, por la necesidad que le asistía al Procesado de defender un derecho propio o ajeno ante una agresión actual inminente e injusta; además la respuesta que efectuó su prohijado frente a la amenaza recibida por parte del señor EECEHOMO fue proporcional, toda vez que la víctima trató de agredirlo con su bastón de mando y DC para defenderse respondió con un golpe, reiterando que no fue nada planeado ni premeditado de manera que no puede afirmarse que su prohijado tenía la intención de agredir al señor ECCEHOMO, ya que le propinó un solo golpe a manera de defensa, porque si hubiese querido causarle daño habría repetido su acción golpeando a la víctima en varias oportunidades pero no fue así, lo único que hizo el señor DC fue dar un golpe de acuerdo a la amenaza y con el fin de impedir un ataque en su contra.
Manifestó el Letrado recurrente que la Jueza de instancia le dio más valor e interés a lo declarado por los testigos de referencia que a lo dicho por el señor JIMY ALEXANDER CASTRO que fue un testigo directo de los hechos, ya que la A quo adujo que no existe ninguna prueba que permita inferir que la agresión provino de parte del señor ECCCEHOMO MUÑOZ CARDONA, ignorando lo declarado por JIMY ALEXANDER, quien fue un testigo directo de los hechos y no ha sido refutado ni desvirtuado en el proceso.
De igual forma discrepó la defensa de lo dicho por la A quo cuando dijo que el señor DC no recibió ninguna agresión proveniente del señor ECCEHOMO que le permitiera inferir a la Judicatura que el Procesado estaba autorizado para defenderse, para lo cual trajo a colación una Sentencia de Casación de la Corte Suprema de Justicia, con ponencia del Magistrado Luis Guillermo Salazar Otero
 en la que indicó que “(…) Cuando un individuo saca un arma y se dirige hacia a otro esgrimiéndola, con el evidente propósito de materializar el ataque, ya queda el atacado en condiciones de defensa legítima y ya se ha producido a su respecto, la injusta agresión que exige la ley (…) Y aun cuando el atacado no haya comenzado a sentir los efectos físicos del ataque tiene el derecho a defenderse y su defensa será justa…”. Concluyendo que aunque el señor DC no sufrió los efectos físicos del ataque, ante el amague realizado por el señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA, este quedó habilitado para defenderse, es decir que no era necesario que se materializara la agresión para reaccionar.

Con base en todo lo anterior solicitó el libelista que se revoque el fallo recurrido y en su lugar se absuelva a su prohijado de todo cargo al presentarse en este caso una causal excluyente de responsabilidad como es la legítima defensa objetiva.
LA RÉPLICA:

El Fiscal 16º Delegado ante el Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal como no recurrente manifestó que no le asiste razón a la defensa al considerar que las lesiones ocasionadas al señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA fueron producto de una provocación realizada por la misma víctima por lo siguiente:

· En el juicio oral el señor ECCEHOMO narró y corroboró lo dicho en la denuncia formulada el 21 de septiembre de 2016, afirmando con lujo de detalles y con más de dos años lo sucedido el 20 de septiembre de 2016.

· No existe prueba que demuestre que el señor ECCEHOMO provocó al señor DC, ni tampoco es cierto que lo haya buscado al día siguiente en su lugar de trabajo con el ánimo de provocarlo, pues se puede verificar que contrario a lo dicho por la defensa, se logró demostrar que el señor ECCEHOMO ha sido una persona responsable y cumplidora de sus deberes, no tiene anotación ni sanción alguna y que lo único que ha hecho es cumplir con sus funciones como vigilante de la plaza de mercado de Santa Rosa de Cabal, contrario al señor DC quien si ha sido denunciado por hechos similares.

· Las declaraciones rendidas por las señoras NANCY AGUDELO OSPINA y VICTORIA ANDREA RÍOS VALLE, son acordes con lo declarado por la víctima y a pesar de que estas no fueron testigos presenciales de los hechos, ellas declararon la información que les llegó. 
· Si se analiza en conjunto todo lo declarado por ECCEHOMO se evidencia que su intención siempre fue que se hiciera justicia en cuanto a las lesiones que recibió, pero no se vislumbra en él ánimo lesivo en contra de su agresor.
Por todo lo anterior solicitó que se confirme la decisión de primera instancia proferida por el Juzgado Penal Municipal de Conocimiento y con Función de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal.

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Como quiera que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una sentencia proferida por un Juzgado Penal Municipal que integra uno de los Circuitos que hacen parte de este Distrito Judicial, esta Sala de Decisión, según lo establecido en el numeral 1º del artículo 34 C.P.P. es la competente para resolver la presente Alzada. 

De igual forma no se avizora ningún tipo de irregularidad sustancial que pueda incidir para que esta Colegiatura de manera oficiosa proceda a decretar la nulidad de la actuación procesal.

- Problema Jurídico:

Acorde con los argumentos propuestos por parte del recurrente en la sustentación de la alzada, considera la Sala que de los mismos se desprende el siguiente problema jurídico:
¿Con las pruebas allegadas al proceso, se logró demostrar que el actuar del procesado DC en contra del señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA obedeció a un acto de legítima defensa, el cual excluiría la responsabilidad penal endilgada en su contra, o por el contrario le asiste razón a la Juez de instancia de manera que deba confirmarse el fallo confutado?

De igual manera como problemas jurídicos colaterales, la Sala de oficio deberá precisar: 

¿Si las penas fueron debidamente tasada por parte del Juzgado de primer nivel?

¿El Juzgado A quo se equivocó al no reconocerle al Procesado el disfrute del subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena?
- Solución:

1) El Problema Jurídico Principal.

En el presente asunto la Defensa ha alegado que el actuar de su representado obedeció a un acto de legítima defensa frente a una actitud provocadora y amenazante emanada de la víctima, de manera que deba proferirse un fallo absolutorio en favor del señor DC, ya que desde el plano de la antijuridicidad se justifica el derecho que le asiste a toda persona de rechazar o repeler las agresiones injustas provenientes de terceras personas que generen una amenaza o un peligro inminente a algún interés jurídicamente protegido.

Frente a lo anterior resulta pertinente recordar que la Sala en diferentes oportunidades ha concluido que para que sea posible reconocer que una persona actuó bajo la égida de la causal de exclusión de la responsabilidad penal de la legítima defensa, se torna necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

· La existencia de una agresión actual o inminente, por lo que se requiere que la reacción del sujeto agente guarde una especie de coetaneidad en lo que atañe con la repulsa de la amenaza o del ataque al que sea sometido.

· Que la agresión o amenaza sea injusta o ilegitima, o sea que no exista una razón válida que justifique o ampare el accionar del atacante. 

· Que el sujeto agente actúe bajo la necesidad de ejercer la reacción defensiva, o sea que no exista otra opción diferente a la cual válidamente pueda acudir.

· La existencia de una especie de equilibrio o de proporcionalidad, el cual se requiere entre: a) La entidad del ataque y la reacción defensiva, de la que se espera que sea lo menos lesiva posible; b) Los medios desplegados tanto por el ofensor como por el ofendido; c) Los bienes jurídicos en conflicto, de los que se espera que sean equivalentes; d) Las condiciones personales del agresor y del agredido.

· El ánimo de defensa, en cuya virtud se pregona que el sujeto agente debe actuar con la intención de defenderse.

· La existencia de medios de conocimiento que de manera cierta, indubitable e indiscutible demuestren la ocurrencia de la causal de preclusión. 

Al confrontar todo lo antes expuesto con los medios de conocimiento aducidos al proceso, en un principio la Sala encuentra lo siguiente: 

· El 19 de septiembre de 2016 los señores ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA y DC se vieron inmersos en una fuerte discusión debido a que el señor DC se encontraba jugando a los dados y bebiendo licor al interior de la Plaza de Mercado por fuera del horario permitido, por lo que el señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA, cumpliendo con sus funciones de celador del establecimiento, le solicitó que saliera del lugar lo más pronto posible.

· El señor ECCEHOMO manifestó que durante la discusión el señor DC, amenazó con golpearlo y le dijo que las cosas no se quedarían así, circunstancia que fue confirmada por la señora VICTORIA ANDREA RÍOS VALLE
, miembro de la Junta Directiva de la Plaza de Mercado, quien en la audiencia de juicio oral declaró que el señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA, el día 20 de septiembre del 2016 le informó todo lo ocurrido la tarde anterior con el señor DC.
· El 20 de septiembre de 2016 en horas de la tarde el señor DC golpeó en el rostro al señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA generándole una incapacidad médico legal definitiva de treinta y cinco (35) días con secuelas Médico Legales perturbación funcional del órgano de la visión de carácter permanente (Agudeza visual disminuida por neuritis óptica de origen traumático)
.
En ese orden de ideas no existe discusión alguna sobre las lesiones sufridas por el señor ECCEHOMO MUÑOZ CARDONA, máxime cuando las mismas no fueron controvertidas por el recurrente quien expresó que no reprocha la materialidad de la conducta, sino la inocencia de su representado el cual actuó  bajo la causal de exención de responsabilidad de la legitima defensa, toda vez que el señor ECCEHOMO tenía toda la intención de perseverar en el incidente y durante el día de los hechos  estuvo buscándolo y provocándolo, a tal punto que trató de agredirlo con su bastón de mando, lo que llevó a que DC respondiera con el golpe que causó las lesiones que hoy son objeto del proceso, indicando que tal circunstancia fue confirmada por el único testigo directo de los hechos, esto es el señor JIMY ALEXANDER CASTRO.
En este sentido y para dar respuesta a lo argumentado por la Defensa, la Sala dirá que le otorgará credibilidad a lo expresado por la víctima por lo siguiente:

· Lo declarado por ECCHOMO MUÑOZ CARDONA en la audiencia de juicio oral es totalmente congruente con la denuncia formulada el 21 de septiembre de 2016, a pesar de que han pasado más de dos años de lo ocurrido.

· Si bien es cierto las señoras NANCY AGUDELO OSPINA y VICTORIA ANDREA RÍOS VALLE, no fueron testigos directos de lo ocurrido, lo declarado por estas damas en la audiencia de juicio oral no solo corrobora cuáles fueron las acciones concomitantes y posteriores a los hechos de parte de la víctima, sino que indicaron que efectivamente el señor ECCEHOMO se ciñó al conducto regular y puso en conocimiento de las autoridades administrativas de la plaza de mercado la discusión suscitada el día anterior a las lesiones con el señor DC.
· Con las declaraciones quedó demostrado que el señor ECCEHOMO siempre tuvo un buen comportamiento, no reportó ninguna anotación o sanción y cumplió a cabalidad con sus funciones el tiempo que se desempeñó como celador de la Plaza de Mercado y no había tenido jamás inconveniente o altercado con algún usuario del lugar hasta antes de lo ocurrido con el señor DC.
· Tanto la víctima como victimario en sus declaraciones reconocieron la ocurrencia del altercado ocurrido el 19 de septiembre de 2016 y que el señor DC se encontraba en estado de embriaguez en ese momento, aunado a ello el mismo procesado al declarar en el juicio oral expresó que el día antes de las lesiones le había dicho al señor ECCEHOMO
 “(…) sabe porque no le levanto la mano, por respeto a mi hija y a mi nieto” lo que indica que este desde el momento en que el señor ECCEHOMO le solicitó que saliera del lugar, asumió una postura agresiva y vengativa, a tal punto que lo amenazó con golpearlo indicando que las cosas no se quedarían así.
· Durante el interrogatorio la Defensa le preguntó a DC sobre la amenaza que él había efectuado en contra de ECCEHOMO
 el día anterior a la agresión, frente a lo cual el procesado tomó una actitud evasiva,  manifestando que él es una persona que ha manejado gente, que no es violento y que tiene muchos amigos, pero en ningún momento negó la amenaza, lo que de cierta manera corrobora lo dicho por la victima quien por el contrario en todo momento ha hecho mención a esa amenaza e incluso la puso en conocimiento de las directivas de la Plaza de Mercado.
Todo lo anterior es suficiente para dejar sin asidero la teoría de la defensa de que el señor DC actuó bajo una causal excluyente de responsabilidad como lo es la legítima defensa por lo siguiente:
· Si bien es cierto que el único testigo directo de los hechos que declaró en juicio fue el señor JIMY ALEXANDER CASTRO, no se puede pasar por alto que ese testigo es primo del Procesado, por lo que la imparcialidad de su testimonio se encuentra afectado por un sentimiento de familiaridad que le impide dar un argumento ecuánime de lo que percibió, y por el contrario lo que se puede apreciar es que con sus dichos buscaba favorecer a su primo, ya que en el juicio
 manifestó que “estaba con DC cuando el celador apareció y le hizo un visaje con el bolillo así que mi primo se adelantó y le pegó un puño”; sin embargo no logró aclarar ni precisar a qué se refería cuando hizo mención a ese tal “visaje”, por lo que de su narración lo único entendible y admisible seria todo lo relacionado con la agresión física que DC le propinó a ECCEHOMO MUÑOZ.
· En lo que tiene que ver con el testimonio del señor GABRIEL DARIO LEÓN, que fue el celador que le recibió las llaves de la Plaza de Mercado a ECCEHOMO MUÑOZ cuando este estaba discutiendo con el Procesado el día anterior a los hechos, y quien declaró que su compañero ECCEHOMO no quería abrirle la puerta al señor DC, este testigo a pesar de narrar lo que percibió, no demostró tener un conocimiento claro de lo que pasó o de las razones de su compañero para no abrirle al ahora Procesado, ya que en varias oportunidades indicó que no sabía que estaba ocurriendo al interior del establecimiento. Además no se logra comprender por qué esta persona no puso en conocimiento de su supervisor la supuesta irregularidad en que estaba incurriendo su compañero.

· El Procesado DC durante su declaración manifestó que no denunció ni puso en conocimiento de las directivas de la Plaza de marcado lo ocurrido con el señor ECCEHOMO, porque no lo vio importante ni necesario, es decir que no sintió que su vida o su integridad pudieran verse afectadas por parte de la víctima.
· En el proceso estaba demostrado de manera indiciaria el móvil para delinquir, el cual tenía como sus hechos indicadores las pruebas que acreditaban que el día anterior a los hechos tuvo ocurrencia una especie de rifirrafe entre el ofendido y el procesado, generado porque este último se encontraba jugando a los dados e ingiriendo licor en uno de los locales habidos al interior de la Plaza de mercado, lo que suscito que el agraviado, en su calidad de vigilante le hiciera al acriminado las reconvenciones del caso, las cuales no fueron del agrado del procesado. 

Por ende, para la Sala existía una razón o motivo para que el Procesado procediera de la manera como lo hizo en contra del perjudicado, siendo esta un deseo de retaliación ante lo que había sucedido entre Ellos el día anterior. 

Con todo lo hasta acá dicho, considera la Sala que no es cierto, como lo afirma el recurrente en sus dichos, que sea evidente que la legítima defensa aflora por todas partes, esto por cuanto, no se logró demostrar cómo era que el señor ECCEHOMO estaba amenazando la vida o la integridad personal del señor DC, quien manifestó que no le dio importancia a lo ocurrido con la víctima el 19 de septiembre de 2012, lo que permite entrever que este último en ningún momento desplegó acciones provocadoras o que dieran pie a pensar que la vida del Procesado estaba en peligro, y por ende se justificaba su reacción defensiva al supuestamente ver al señor ECCEHOMO con su bastón de mando en alto, para de tal manera decir que se configura una causal de exención de responsabilidad en los términos de la legítima defensa, la cual no goza de ninguna comprobación en este caso. 

Aunado a lo anterior si tal como lo manifestó el recurrente fue la víctima, quien durante todo el día de los hechos estuvo merodeando y buscando a su representado, se cuestiona la Sala entonces por qué el señor DC si tenía conocimiento de que ECCEHOMO lo estaba rondando, no interpuso la queja correspondiente o no evitó lo sucedido alejándose de él cuando este supuestamente efectuó el amague de golpearlo con el bastón de mando, y por el contrario lo que hizo fue encararlo y propinarle un golpe en el ojo izquierdo, con tan mala suerte que a raíz de ello le causó una perturbación funcional del órgano de la visión de carácter permanente.
Por las razones anteriores y conforme a las pruebas practicadas en el juicio, la Sala considera que no le asiste la razón a los reparos formulados por el recurrente porque de las pruebas practicadas en el proceso, en momento alguno se demostraba que el encausado actuó bajo la egida de la causal de exclusión de la responsabilidad penal de la legitima defensa. 

Siendo así las cosas, la Colegiatura confirmará el fallo opugnado en todo aquello que tiene que ver con la declaratoria de la responsabilidad criminal endilgada al Procesado DC por incurrir en la comisión del delito de lesiones personales. 
2) Los problemas jurídicos colaterales. 

La Sala es de la opinión que en el presente asunto la Jueza A quo incurrió en unos inexcusables yerros en la dosificación de las penas impuestas al Procesado, lo que generó una vulneración del debido proceso en lo que tiene que ver con el principio de legalidad.  

Asimismo considera la Colegiatura que la Jueza de primer nivel también incurrió en un craso error cuando decidió no reconocerle al procesado DC el disfrute del subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, quien en opinión de la Colegiatura si tenía derecho al sustituto de marras. 

Para demostrar la anterior hipótesis, se debe tener en cuenta que la Fiscalía acusó y solicitó que se declarara la responsabilidad criminal del procesado DC por incurrir en la comisión del delito de lesiones personales, tipificado en el inciso 2º del artículo 114 C.P. en asocio de las circunstancias de mayor punibilidad del motivo abyecto o fútil consagradas en el numeral 2º del artículo 58 C.P.

Lo antes expuesto implicaba que al aceptarse como válidas las pretensiones punitivas del Ente Acusador, al momento de dosificar las penas la Judicatura, acorde con lo reglado en el inciso 2º del artículo 61 C.P. debía movilizarse en los cuartos medios de punibilidad, el que oscilaría entre >72 hasta <120 meses de prisión, como consecuencia de la confluencia de circunstancias de menor punibilidad del # 1º del articulo 55 C.P. la carencia de antecedentes penales, con las circunstancias de mayor punibilidad del inicio 2º del artículo 58 C.P.

Pero vemos que ello fue ignorado olímpicamente por la Jueza A quo, quien como consecuencia de acceder a las pretensiones de la Fiscalía, en la fase de dosificación punitiva de manera errada decidió partir del primer cuarto de punibilidad, o sea el comprendido entre 48 a <72 meses de prisión, desconociendo, como ya se dijo, que ante la concurrencia de atenuantes y agravantes genéricos debía acudir a los cuartos medios de punibilidad, lo que implica que la pena de 48 meses impuesta al Procesado deba ser considerada como ilegal, ya que al acriminado se le debía imponer una pena mucho más alta, la que acorde con las circunstancias en las que ocurrieron los hechos debía ser superior a los 72 meses de prisión sin rebasar los 120 meses de prisión. 
Para la Sala lo acontecido por parte de la Jueza de primer nivel generó una flagrante vulneración al principio de legalidad, el cual hace parte de ese cúmulo de principios y de garantías conocido como debido proceso, pero por desgracia la Colegiatura se encuentra maniatada para hacer uso de los correctivos del caso que nos permitan enmendar esa mácula como quiera que el recurrente es la Defensa quien funge como apelante único, lo que implica que se encuentre amparado bajo la égida del principio de la prohibición de la reforma peyorativa, consagrado en el inciso 2º del artículo 20 C.P.P. principio que en estos asuntos prevalece sobre el principio de la legalidad, como bien lo ha reconocido desde antaño la Corte Constitucional
. 

Por otra parte en lo que tiene que ver con la negativa de no reconocerle al Procesado el disfrute del subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la Sala considera que la Jueza A quo incurrió en un yerro como consecuencia de la indebida aplicación de las disposiciones del artículo 68A C.P. el cual en momento alguno incorpora el delito de lesiones personales tipificado en el artículo 114 C.P. dentro del listado de reatos para los cuales está prohibida la concesión del subrogado de marras. 
Para demostrar la anterior hipótesis se debe tener en cuenta que la negativa de la A quo para no reconocerle al Procesado el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, se basó en argüir que el delito por el cual se declaró el compromiso penal del encartado se encontraba dentro de aquellos reatos que según las voces del inciso 2º del artículo 68A C.P. estaba prohibido el reconocimiento del aludido sustituto; lo cual para la Sala es equivocado porque los delitos de lesiones personales de los que se refiere la aludida norma de prohibición son: a) Lesiones causadas con agentes químicos, ácidos o sustancias similares, tipificado en el artículo 116A C.P.; b) Lesiones personales con perdida anatómica o funcional de un órgano o miembro, tipificado en el artículo 116 C.P.
Y si a lo anterior le sumamos que el delito por el cual se acusó y se declaró la responsabilidad penal del Procesado es el reato de lesiones personales tipificada en el inciso 2º del artículo 114 C.P. debido a que el puñetazo que el Procesado le dio en el rostro al agraviado le ocasionó una incapacidad médico legal definitiva de 35 días con secuelas de carácter permanente de perturbación funcional de órgano de la visión, válidamente se puede concluir que el delito de lesiones personales por el que se declaró el compromiso penal endilgado al Procesado DC no se encuentra dentro del listado de reatos consagrado en el aludido artículo 68A C.P. para los cuales está prohibido el reconocimiento del subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
Lo antes expuesto nos quiere decir que la Jueza de primer nivel, al negar en favor del Procesado la concesión de un subrogado al cual tendría derecho, de manera lamentable incurrió en un error respecto de la naturaleza de las secuelas de las lesiones infligidas a la víctima, las cuales se adecuaban al delito de lesiones personales consagrado en el en el inciso 2º del artículo 114 C.P., para de esa forma considerar que las mismas se amoldaban a las secuelas de perdida anatómica o funcional de un órgano o miembro, descritas en el artículo 116 C.P.
De igual manera la Sala considera que teniendo en cuenta el monto de la ilegal pena de prisión que la Jueza A quo le impuso al Procesado, la que no excede de los cuatros años, aunado a que el encausado carecía de antecedentes penales, y que el delito por el cual se declaró su compromiso penal no estaba incluido dentro del listado de reatos consagrados en el inciso 2º del artículo 68A C.P. todo ello, acorde con las voces de los numerales 1º y 2º del artículo 63 C.P. conspiraba para que en favor del Procesado DC se le concediera el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.  
Siendo así las cosas, la Sala le reconocerá al Procesado DC el disfrute del subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un periodo de prueba de dos años, para lo cual deberá constituir, dentro del término de 5 días, contados a partir del proferimiento del presente fallo de segunda instancia, una caución prendaria equivalente al 25% de un salario mínimo mensual legal vigente para el año 2016
 y la suscripción de un acta en la que se comprometa a cumplir con cada una las obligaciones consagradas en el artículo 65 C.P. 
En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 21 de marzo del presente año por parte del Juzgado Único Penal Municipal de Conocimiento de Santa Rosa de Cabal, en todo aquello que tiene que ver con la declaratoria de la responsabilidad penal del procesado DC por incurrir en la comisión del delito de Lesiones Personales.
SEGUNDO: REVOCAR parcialmente el fallo confutado en todo lo que tiene que ver con la negativa de concederle al procesado DC el disfrute del subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, para en su lugar reconocer el derecho que le asiste al Procesado para gozar del subrogado de marras por un periodo de prueba de dos años, para lo cual deberá constituir, dentro del término de 5 días, contados a partir del proferimiento del presente fallo de segunda instancia, una caución prendaria equivalente al 25% de un salario mínimo mensual legal vigente para el año 2016 y la suscripción de un acta en la que se comprometa a cumplir con cada una las obligaciones consagradas en el artículo 65 C.P.

TERCERO: DECLARAR que contra de la presente decisión procede el recurso de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado en la oportunidad de Ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 15 de marzo de 2018, radicado No. 50095. Magistrado Ponente Luis Guillermo Salazar Otero


� Quien debió haber sido apreciada como un simple y mero testigo de oídas. 


� Cuaderno del proceso folio 28.


� Audiencia de Juicio oral, 7 de marzo de 2019 minuto 18:19


� Audiencia de Juicio oral, 7 de marzo de 2019 minuto 23:09 


� Audiencia de Juicio oral, 7 de marzo de 2019 minuto 70:00


� Pese a la autonomía de la Fiscalía, la Sala considera que hubiese sido más acertado que se le endilgara al Procesado las circunstancias específicas de agravación punitiva del numeral 4º del artículo 104 del C.P. aplicables al delito de lesiones personales por remisión expresa del art. 119 Ibídem. 


� Al respecto se puede consultar la sentencia # T-291/06 proferida por la Corte Constitucional.


� El que para el año 2.016 correspondía a $689.454,00 por lo que el monto de la caución prendaria que el Procesado debe constituir equivale a la suma de $172.363,5.
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